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      En septiembre de 1821, los líderes de Nueva España declararon la independencia y fundaron el imperio mexicano. Durante su primera década como nación independiente, México enfrentó una serie de desafíos diplomáticos: lograr el reconocimiento de la comunidad internacional, conseguir préstamos para costear el nuevo gobierno y obtener tratados comerciales y de defensa. Si bien los factores domésticos fueron importantes al momento de conformar las relaciones internacionales de México, el contexto internacional mismo limitó la capacidad de la nación para alcanzar sus objetivos. Fueron los acontecimientos políticos de las últimas décadas del siglo XVIII y de la primera década del XIX los que configuraron y restringieron las iniciativas internacionales de México durante el periodo que va de 1821 a 1830.




       




       




      Nueva España




       




      Para fines del siglo XVIII, el virreinato de Nueva España constituía la estructura política más imponente del hemisferio occidental. Su territorio abarcaba lo que actualmente es México, Florida, las zonas costeras de Alabama y Mississippi y la región de Texas a California —que hoy forma parte de Estados Unidos—, así como plazas en el oeste de Canadá y en Alaska. El centro del virreinato, una región del tamaño aproximado de lo que hoy es México, conocida como reino de Nueva España, era la zona más rica y poblada.




      La enorme riqueza de Nueva España mantenía a una sociedad dinámica y compleja que producía dos terceras partes de los ingresos que la Corona recibía de América. En 1799, las contribuciones del reino ascendieron a 14 millones de pesos: 4 millones se gastaron en la administración local y la defensa; 4 millones subsidiaron a otras regiones de la monarquía —Centroamérica, Cuba, Puerto Rico, Florida y las zonas costeras de Alabama y Mississippi, además de Filipinas—; y 6 millones fueron remitidos al Tesoro Real en Madrid. Nueva España funcionaba como una metrópoli. El reino constituía un mercado importante para Filipinas y para algunas zonas de Centroamérica, Venezuela y Guayaquil. Los comerciantes de la ciudad de México mantenían vínculos con comerciantes en numerosos territorios de la monarquía española. La influencia de Nueva España era tan grande que en diciembre de 1810 la Gazeta de Buenos Aires expresó el temor de que el gran virreinato del norte se contentaría nada menos «que con tener estas provincias en clase de colonias».




       




       




      México y los liberales españoles




       




      Durante el periodo de 1808 a 1821, los liberales de España y Nueva España colaboraron con la finalidad de transformar la monarquía española agregada (composite monarchy) en un Estado nacional moderno confederado. De 1814 a 1820, el gobierno absolutista de Fernando VII orilló a los liberales a la clandestinidad. Tras muchos esfuerzos, en marzo de 1820 los liberales de España obligaron al rey Fernando VII a restaurar la Constitución de Cádiz. Aun cuando Nueva España organizó de inmediato elecciones para incontables ayuntamientos constitucionales, diputaciones provinciales y para las Cortes, la inestabilidad política de los doce años previos en la Península convenció a muchos novohispanos de que sería prudente establecer un gobierno autónomo dentro de la monarquía española. A tal efecto, optaron por dos cursos de acción. Los diputados de Nueva España propusieron ante las Cortes de 1821 un proyecto de autonomía para el Nuevo Mundo, proyecto que crearía tres reinos americanos aliados con la Península y gobernados por príncipes españoles bajo la Constitución de 1812. También convencieron al general Juan O’Donojú, un liberal, de aceptar el nombramiento de jefe político superior y capitán general de Nueva España. Al mismo tiempo, temerosos de que su propuesta fuese rechazada, los liberales de Nueva España persuadieron a Agustín de Iturbide de pugnar por una monarquía autónoma bajo la Constitución de 1812, una idea que llegó a conocerse como el «Plan de Iguala».




      Cuando O’Donojú llegó a Veracruz a finales de julio, la ciudad estaba sitiada y extensas zonas del reino estaban en manos de los insurgentes liderados por Iturbide. Convencido de que las Cortes en Madrid aprobarían la instauración de reinos americanos, O’Donojú firmó un tratado con Iturbide en el que se reconocía la independencia de México. Aunque ni el rey ni las Cortes aprobaron el tratado, el gobierno liberal en Madrid nombró a dos comisionados, Juan Ramón Osés y Santiago Irisarri, para llegar a un acuerdo con el nuevo gobierno mexicano. Las divisiones políticas en México y en España condenaron tal iniciativa al fracaso. Los comisionados llegaron a Veracruz en enero de 1823. Apenas comenzadas las pláticas, el gobierno mexicano cayó. Iturbide, que había forzado a las Cortes mexicanas a nombrarlo emperador en mayo de 1822, abdicó en marzo de 1823 frente a la creciente oposición de las provincias. Éstas insistían en elegir un nuevo congreso para formar una república federal. Así, las negociaciones entre los comisionados españoles y algún gobierno mexicano legítimo se estancaron. Más tarde ese mismo año, el rey Fernando VII restauró el absolutismo en España con ayuda de las tropas francesas. En enero de 1824, Fernando VII dio por terminadas las negociaciones con la República Federal de México.




      Muchos liberales españoles huyeron a Londres para escapar de las garras del rey español absolutista y de la Santa Alianza. Los enviados del gobierno mexicano, el ministro José Mariano Michelena y el secretario de la delegación, Vicente Rocafuerte, llegaron a Londres el 24 de junio de 1824. Ambos se habían desempeñado como diputados en las Cortes hispánicas, conocían a muchos de los liberales españoles más importantes y compartían su oposición implacable al gobierno absolutista de Fernando VII. Los mexicanos contactaron con sus antiguos colegas y amigos peninsulares, quienes acordaron cooperar para impulsar la causa del liberalismo a lo largo y ancho del mundo de habla hispana. Los diplomáticos mexicanos subsidiaron el periódico de oposición de los españoles, Ocios de los españoles emigrados, comisionaron obras sobre finanzas, fuerzas armadas, educación y literatura a fin de usarlas en la América española y apoyaron la causa en general. Los españoles liberales escribieron importantes obras para su utilización en los nuevos países, secundaron los intereses mexicanos en su periódico y proporcionaron información acerca de las acciones del gobierno español que afectaran a México, en particular sobre los esfuerzos del rey por reconquistar dicha nación.




      Fueron varios los grupos de españoles en el exilio que recibieron asistencia financiera de México. Los liberales españoles no formaban un conjunto cohesionado. Los «moderados» se agrupaban en torno al general Francisco Espoz y Mina, mientras que los «exaltados» y los «comuneros» apoyaban al general José María Torrijos. En 1827, Torrijos invitó a todos los españoles exiliados a formar una junta para la liberación de España. Los moderados se negaron a participar. Los españoles radicales formaron entonces la Junta Suprema de la Libre e Independiente Nación Española. Muchos miembros de la Junta Suprema tenían contacto cercano con los diplomáticos hispanoamericanos en Londres, en particular con los miembros de la delegación mexicana, que habían alentado y apoyado diversos intentos por liberar a España del «tirano» Fernando VII. En 1827 y 1828, los españoles entraron en conversaciones con el encargado de negocios mexicano Vicente Rocafuerte y con el ministro colombiano José Fernández de Madrid. Todas las partes admitieron que sólo con la cooperación de liberales españoles e hispanoamericanos podría ser destruido el absolutismo. De otra forma España permanecería esclavizada y América continuaría bajo amenaza. Tras largas discusiones, el 25 de marzo de 1828, el representante de los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Rocafuerte, y el general José María Torrijos, representante de la Junta Suprema de la Libre e Independiente Nación Española, firmaron un tratado mediante el cual México reconocía a la Junta Suprema como el único gobierno legal de España y, a su vez, la Junta Suprema reconocía la independencia de México. Rocafuerte insistió en que el tratado también incluyera el reconocimiento de la independencia de otras naciones de Hispanoamérica, así como una promesa de que la Junta Suprema negociaría tratados similares con aquellas naciones tan pronto como fuera posible. México accedió además a subsidiar la invasión liberal a España hasta que la Junta Suprema negociara un préstamo de cinco millones de pesos. En ese momento, una comisión de cobranza mexicano-española liquidaría las deudas pendientes entre las dos naciones.




      Rocafuerte envió el acuerdo a México, pero su gobierno no remitió el tratado al Congreso porque en aquel momento el país estaba tremendamente dividido en torno a las leyes para expulsar a los españoles de la república. Parecía poco probable que los nacionalistas mexicanos radicales aprobaran la ayuda para los españoles, aun cuando éstos fuesen liberales y estuvieran dispuestos a reconocer la independencia de México. No obstante, los liberales españoles siguieron proporcionando información sobre la propuesta de Fernando VII para la invasión de México, proyectada para 1829. El tratado nunca se ratificó. En 1828 y 1829, México vivió una gran inestabilidad política. El gobierno conservador del general Anastasio Bustamante demostró poco interés en apoyar a los liberales españoles. México y España no establecerían relaciones diplomáticas formales sino hasta 1836, tras la muerte de Fernando VII y la restauración de las Cortes.




       




       




      Gran Bretaña




       




      Gran Bretaña codiciaba la riqueza y el territorio de Nueva España. A lo largo del siglo XVIII, los británicos atacaron repetidamente la costa y los puertos novohispanos y libraron varias guerras contra la monarquía española. En 1807, formularon planes para una expedición que, desde la India británica, capturaría Manila y apostaría mil hombres en dicha ciudad; una segunda expedición de 7.000 hombres habría de tomar Acapulco. Los británicos también intentaron atacar Nueva España desde el Atlántico. En junio de 1808, lord Arthur Wellesley, futuro duque de Wellington, estaba preparándose para embarcar hacia Nueva España cuando recibió la orden de orientar sus fuerzas hacia la península Ibérica para combatir la invasión francesa de España. A partir de ese momento, los comerciantes y los funcionarios británicos buscarían privilegios comerciales y de otra índole por parte del gobierno español. El gobierno británico mantuvo un incómodo equilibrio entre el deseo de explotar su ventajosa postura y la necesidad de no parecer hostil a la Corona española.




      Si bien la independencia de la América española resultó en la formación de nuevas naciones, sus representantes diplomáticos intentaron presentar una posición unificada a Europa. Durante la primera década posterior a la independencia, fueron estos hombres quienes representaron a su país hispanoamericano, ya fuese nativo o adoptado, en la arena internacional. Ellos conformaron una alianza flexible de individuos con puntos de vista similares, muchos de ellos liberales que habían participado en las Cortes hispánicas. En tanto representantes de lo que se creía era la nación más rica y poderosa, los diplomáticos mexicanos a menudo defendían los intereses de toda la América española, y no solamente de su propia nación.




      Tras la independencia, obtener el reconocimiento de Gran Bretaña se convirtió en uno de los principales objetivos del gobierno mexicano. El apoyo de esta gran potencia crearía un contrapeso frente a las grandes monarquías europeas absolutistas que formaban la Santa Alianza y que secundaban los esfuerzos de España por conquistar a las nuevas naciones hispanoamericanas, le daría a México acceso a los préstamos y la tecnología británicos, mejoraría las relaciones comerciales, alentaría a las naciones europeas más pequeñas a romper con los absolutistas y reconocer a México, y proporcionaría una defensa contra la amenaza estadounidense a la integridad del territorio.




      Los comerciantes y representantes de casas comerciales británicos llegaron a México poco después de la independencia, ofreciendo bienes y préstamos. Por su parte, los representantes de la monarquía británica y del imperio mexicano iniciaron pláticas antes de que cayera el gobierno de Iturbide. Ya que los informes de su agente en México, el doctor Patrick Mackie, mostraban confianza sobre el futuro de la nación, el ministro de Relaciones Exteriores británico, George Canning, envió una comisión integrada por Lionel Hervey, Charles O’Gorman y Henry G. Ward para estudiar la viabilidad de establecer relaciones diplomáticas con la nueva nación. El nuevo gobierno republicano respondió con el nombramiento de Francisco Borja Migoni —un comerciante mexicano que había residido en Londres durante muchos años— como su agente en Gran Bretaña, y le autorizó la negociación de un préstamo.




      El 18 de enero de 1824, los comisionados británicos informaron que el nuevo gobierno republicano era sensato y que el país era inmensamente rico, e indicaron que Gran Bretaña se beneficiaría si ayudaba a la nueva nación a desarrollar su gran potencial. Poco después, Hervey comunicó al gobierno mexicano que Gran Bretaña deseaba intercambiar enviados. Complacidas, las autoridades mexicanas nombraron a José Mariano Michelena ministro plenipotenciario y enviado extraordinario. Asimismo, Vicente Rocafuerte fue designado secretario de la delegación, dado su conocimiento del continente y de los hombres de Estado, y también por su dominio del inglés y del francés —lenguas necesarias para llevar a cabo las negociaciones—. Michelena, Rocafuerte y siete asistentes llegaron a Gran Bretaña el 24 de junio de 1824.




      Gran Bretaña esperaba que el conflicto entre España y América se resolviera de manera amigable. El gobierno de Su Majestad ofreció su ayuda como mediador entre la madre patria y los nuevos Estados. Sin embargo, también declaró que no se opondría a un intento exclusivamente español de reconquistar las provincias rebeldes de América. Tales declaraciones fueron emitidas bajo el supuesto de que España sería incapaz de reestablecer el control sobre la América española. No obstante, la posición oficial de Gran Bretaña alentó los esfuerzos del gobierno español por invadir sus antiguas posesiones. En consecuencia, los diplomáticos hispanoamericanos tomaron conciencia de que era necesario buscar relaciones diplomáticas con otros Estados europeos como medio para obligar a Gran Bretaña a cambiar su política oficial. Sólo entonces tendrían la seguridad de acceder a los préstamos y las armas necesarias para proteger y mantener su independencia. Por ende, colaboraron en sus esfuerzos por presentar un frente unido.




      Los diplomáticos hispanoamericanos esperaban echar mano del comercio como incentivo para obtener el reconocimiento. Sin embargo, sus negociaciones con Gran Bretaña se vieron entorpecidas porque los comerciantes ya estaban traficando con sus países, y lo seguirían haciendo aun cuando el reconocimiento no estuviese próximo. Por fortuna para el Nuevo Mundo, Canning, el ministro de Relaciones Exteriores británico, estaba a favor del reconocimiento. Su apoyo, empero, tenía un limitado valor inmediato, pues el ministro quería asegurarse de que los nuevos Estados sobrevivirían antes de que Gran Bretaña los reconociese. Canning también debía convencer a su monarca de abandonar los principios legitimistas y de aceptar la independencia de Hispanoamérica. Además, recién había sido nombrado primer ministro y aún estaba consolidando su posición en el gobierno. Hasta que alcanzara el éxito, no gozaría de la libertad de acción necesaria para reconocer nuevos Estados. En consecuencia, las nuevas naciones se vieron obligadas a emprender toda acción posible para acelerar el reconocimiento por parte de Gran Bretaña.




      Francisco Borja Migoni, el agente mexicano en Gran Bretaña, estaba de viaje cuando la delegación mexicana arribó a Londres. Aunque Michelena fue incapaz de procurarse detalles sobre los últimos avances en la relación entre ambos países, informó a Canning sobre su llegada y le solicitó una entrevista. El ministro de Relaciones Exteriores británico de inmediato acusó recibo y accedió a una reunión extraoficial que debía celebrarse el domingo 27 de junio. Antes de reunirse con Canning, Michelena intentó obtener la mayor información posible sobre el estado de los asuntos de su país en Gran Bretaña. Él y Rocafuerte visitaron la casa comercial que estaba negociando un préstamo para México cuando ambos partieron hacia Londres: Barclay, Herring, Richardson y Compañía. Para su gran sorpresa, Barclay les informó que su firma no podría obtener el préstamo sugerido porque Borja Migoni ya había contratado otro con B. A. Goldschmidt y Compañía, y había accedido a una cláusula que prohibía al gobierno mexicano negociar otros préstamos por periodo de un año. Esto dejó a la delegación mexicana sin fondos hasta el regreso de Borja Migoni. Los enviados se vieron aún más afligidos al enterarse de que Iturbide planeaba abandonar el exilio y regresar a su tierra natal. Michelena estaba seguro de que el antiguo emperador no contaba con respaldo en México, pero se daba cuenta de que las actividades de Iturbide resultarían vergonzosas para su país y podrían aplazar el reconocimiento.




      Rocafuerte acompañó a Michelena a la reunión con Canning en calidad de traductor. El ministro de Relaciones Exteriores británico mostró un gran interés en México y formuló numerosas preguntas sobre la nueva nación. Canning parecía ver con buenos ojos la república federal, pero no se comprometió a nada. Como él mismo lo explicara, Hervey había excedido su autoridad al sugerir que México intercambiara enviados con Gran Bretaña. Además, el gobierno británico estaba en medio de una crisis política y no podía tomar una decisión sobre las relaciones con México en ese momento. Canning también expresó su preocupación por el impacto que el regreso de Iturbide podría tener sobre México.




      Los enviados mexicanos se mostraron satisfechos tras la reunión inicial con el Ministerio de Relaciones Exteriores. La actitud amistosa de Canning parecía indicar que Gran Bretaña extendería su reconocimiento muy pronto. Michelena también pensaba que el gobierno británico reconocería a su país al darse cuenta de que otras naciones europeas podrían conseguir un mayor acceso al mercado mexicano estableciendo relaciones diplomáticas con la nueva nación. De ahí que enviara a Tomás Murphy a Francia y a Manuel Eduardo Gorostiza a Holanda para buscar relaciones diplomáticas, lo mismo que comerciales, con los Estados europeos del norte y del sur. Además, el ministro mexicano aunó fuerzas con los ministros de la Gran Colombia, Perú y Brasil en un esfuerzo por presionar a los países europeos para que establecieran relaciones diplomáticas con sus naciones. Desafortunadamente, los enviados brasileños, representantes de la nación americana más fuerte, se negaron a actuar sin la aprobación de su gobierno. Esto ocasionó un atraso de varios meses.




      Los informes sobre la posibilidad de que la llegada de Iturbide a México provocara una guerra civil debilitaron la posición de México en Londres. Además, la situación de los diplomáticos hispanoamericanos se debilitó al hacerse públicas las noticias sobre los reveses patriotas en Perú. Los periódicos británicos aconsejaron al gobierno ejercer la mayor precaución al tratar con los nuevos Estados americanos. Sin embargo, grandes intereses en los distritos manufactureros de Birmingham y Manchester abogaban por el reconocimiento. La situación del gobierno mexicano se vio favorecida cuando, a finales de septiembre, llegaron noticias de que Iturbide había sido capturado y ejecutado poco después de desembarcar en tierras mexicanas. La mayoría de los observadores europeos interpretaron la rauda solución a la amenaza planteada por el regreso de Iturbide como un signo de fortaleza del gobierno. Así que Michelena insistió en que Gran Bretaña reconociera a su país de inmediato. El gobierno de Su Majestad, si bien impresionado por la estabilidad de México, sólo estaba dispuesto a mediar entre la nación americana y España tal como antes lo hiciera entre Brasil y Portugal. Canning propuso que México pagara a España una indemnización de la misma manera que Haití había hecho con Francia. El ministro mexicano, empero, no estaba dispuesto a comprar la libertad que su país ya se había ganado.
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